
Derechos Humanos, Unión Europea 
y Dictamen 2/94 del Tribunal de 
Justicia de las CC.EE. 

INTRODUCCIÓN 

Ante la importancia de los Derechos 
Fundamentales en todos los ámbitos JU­
rídicos, ser.í objeto de este trabajo des­
cribir la >ituación de los derechos fun­
d:uncmn le~ en la Comunidad Europea. 
Para ello, y con In intención de obser­
Vl1r la evolución acaecida en la materia. 
anali1arcmos la> distintas etapas que se 
h:m ido ~ucccliendo; comenzando por la 
situación en los Tratados constitutivos, 
llegarcmo~ ha'ta el dictamen 2/94 del 
Tribunal Internacional de las Comuni­
dades Europeas, así como a la Confe­
rencia lntergubcmamcntal de 1996. 

l. LOS TRATADOS CONS­
TITUTIVOS 

En 1951 se produce la firma del Tra­
tado constitutivo de la primera de las tres 
Comunidades Europea~.la CECA. Ante 
tal éxito. Francia impuh.ó la creación de 
la Comunidad Europea de Defensa, 
cuyo Trat:tdo consti tutivo, firmado e127 
de mayo de 1952 y que nunca entraría 
en vtgor, en su an. 3 mencionaba que 
la Comuntdad sólo intervendría si fuera 
necesario para cumplir su función, de­
biendo salvaguardar. en caso de inter­
venir, los derechos civiles y fundamen­
tale> de lo5 individuos. 

Por otro lado, al cstablccimtcnto de 
esta autoridad militar común se unió el 
nacimiento de un,t Comunidad Política 
Europea (19531, en CU}' O Proyecto de 
Estatuto. art. 2. se preveía como una de 
sus funciones contnbuir a la protección 
de los derechos humanos y libcnades 
fundamentales en los Estados miembros, 
integrando. a su vez. en su ru·t. 3 la par­
te sustamiva del Con\·enio Europeo de 
Derechos Humanos (CEDH). 

Justamente, y como se seíialaríaf') 
postcriormcnrc, es el marcado carácter 
político de estos dos intentos fall idos en 
la construcción de una Europea unida. la 
razón por la que el en foque de lo~ Trata­
dos constitutivos de la CEE y de !u CEEA 
fuera exc!usiv:u1tentc ecónomico-técnico; 
el énfasis se desplazó del ámbito polltico 
al ámbito económico. circun tanci:t ésta. 
que sm duda, influyó en la ausencia de 
un sistema de protección para los dere­
chos fundamentales. 

l~y quienes afirman que esw omi­
sión. esta laguna normativa, también se 
debía al temor de los Estados miembros 
a que la creación de un listado de dere­
chos mviolables conrribuyera a la ex­
tensión de las competencias de las Co­
munidades con el sólo límite del respe­
to de tales derecho~. Fuera como fuese 
lo cierto es que en poco tiempo la prác~ 
tica se encargaría de demostrar la im-
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r ~~ C \1!1{1! J. O SAI CI!flO. J .~ ponancia y necesidad de una efectiva Noltl ••. Alta Autoridad (senJencia de 20 
J.n ,,..,lt ··lfht ,J.· /m durdu,. htl · 

prolección de los derechos fundamcn· de ma17o de 1959, :u,umo 18157). ~1 ''ltiiW\ r11 lcH ( tmrwrida.Jr\ /:c,m 
pn.u en lrawdn J¡ nt-r('("'"' Üt· ~ale>. máxime una vez admitida la pri- 1 
1mm;lc.11ia Eurvpt o.Erwclw f i Hf'l'lll· macía del Derecho comuni~ariu ~obre Es a panir de 1969. con el caso 
111 o tleJd~ d Orrrclon 1 1pmi111. los órdenes jurídicos intcmolf!). Stamler (sentencia de 12 de noviembre. 
:O.J.ulnd,JQ ~6.1l>n,n ll . 

a.'unJo 29/69). cuando el TJCE comi~n-
En detinuiva. el Derecho comunila- 7a con su jurisprudencia protectora al 

rio no cuenta con un catálogo e" rilo de considemr a lo' dcrccho1 f1mdamemales 
derechos tundamemalc1. de lo que se de la p.:rsona como principios generales 
desprende la inexi,tencia de un órgano del Derecho comunitario cuyo respeto 
e pt-<:flicamcnlc f:lcnltado para ller:1r a debía asegurar el propio Tribunal. En sen-
cabo la prot~'Cción de estos derechos, por tcncias posleriores, el TJCE precisaría 
lo que inicialmente es;¡ competencia que la salvaguardia de esos derechos fun-
permanece en el ámbito compe~encial damentales, y ante la fal ta de un catálogo 

•1 de los Estados miembro . de los mismos en el orden comunitario. 
correspondería viajurispmdcncial al mis-

2. EL TRffiUNAL DE .JUS- mo Tribunal inspirándose en las tradicio-
ncs constitucionales comunes de los Es-

TICIA DE LAS COMUNI- tados miembros (ca~o lmemaliona/e 
DADESEUROPEAS Hwulel:.gesel/schaft de 17 de diciembre 

de 1970). Si el Tribunal de Luxemburgo 

Como antcrionnente se apuntaba. con se negaba a que las panes basasen su re-

el pa.1o de los aiíos y la cons1gUien1e fuer- curoo en su derecho interno, sí pennile 

IJ C\pansi,·a del Derecho comunitario, recurrir a las leyes supremas de los ordc-

cornicnt.1 a percibú;e de fonna gcncrali- n:unientos Internos a fi n de deducir de 

L:Kia la ~oberanía funcional comunilaria. ellas principios generales del Derecho que 

fruJo dd desarrollo y ampl1aci6n de lo1 puedan ser incorporados al ordcnamicn-

podcrc' ejecutivo y legi latim comuni- to comunitario. 

tarios. Con Cl>la perspectiva se hacia im-
prescindible el establecimiento de unos El TJCE inclui ría como segunda 
mecanismos de protección de los dere- fuente matcrü1l para la configuración de 
cho" fLmdamentales de los ciudadm10s esos principios generales del Derecho 
europeos. El órgano institucional comu- comunitario a los insJrumentos imerna-
nitario que se hará cargo de esta protcc- cionales a los que los Estados miembros 
ción ~crá el Tribunal de Justicia de las se han <tdherido o en los que éstos han 
Comunidades Europeas (TJCE), con- cooperado (caso Nold 11. , entencia de 
crctamemea panirdcl momento en el que 14 de mayo de 1974). 
ó tc comience a desarrollar los principios 
generales propios del ordenamiento jurí- La utiliatción de los distintos convc-
dico comunitario. nio1 internacionales con panicipación de 

los F.~tmln<: romnni torin<~ll'.rlm::í.MIUC' -

La posición inicial del TJCE fue de da en un mstrumento intcmacional pre-
una clara inhibición en materia de pro- ferente: el Con~enio parn la protecctón 
lección de Derechos fundamcnlales al de los derechos humano• y las libenades 
declarar su incompetencia para asegu- fundamentalei(CEDH). fmnadoen Ro-
mrel respeto. Esta inhibición inicial del ma el4 de noricmbrede 1950en el mar-
TJCE queda pateme en el caso Stork 1'. co del Consejo de Europa. La primera 
Alta Aworidatl(sentencia de .J dcfebre- referencia cxprel>a al Convemo por parte 
ro de 1959. asunto 1/58). en el que mues- del TJCE la encontramos en el asunJo 
tra su negativa a aceptar la in,·ocación 1/wuli. semencia de 28 de octubre de 
de dispostciones de Derecho interno 1975, caso 36175. 
frcme al Derecho comunitario. aun sien-

130 do de rango consti tucional y con el fi n Llegado a este punJo, podría alimtar-
de proteger los derechos fundamenta- se el establecimiento de un SIStema preto-
les. De igual forma sucedería con el caso nano de protección de los derechos fun-



damemales en el orden comunitario. don­
de el Thbunal de Lu,emburgo toma como 
fuente fonnal a los principios gcncmlc" 
del Derecho (fuente nocscrita).m'pirán­
dose paro ello en la~ trad icione~. consti­
tucionales comunC!i de lo' Estados miem­
bros ~ en los instnuncntos mtemaciona 
les a lo~ que ésto; ;e hdlt adherido o co­
operado (fuentes materiales). 

3. EL CONVENIO EURO­
PEO DE 1950 EN LA CO­
MUNIDAD EUROPEA 

Tras el a~unto Rulili . la CEDH oc 
conviene. si no en el único, sí en el más 
imponameconvcnio intemacional en el 
que se inspira el TJCE para la configu­
ración de un 1istcma propio de protec­
ción de los derecho• fu ndamentales. En 
defi nitiva, el CEDH ~conviene en una 
«[111'11/e de inspiración en la materia. de 
la que el TJCEse ha crvido para preci­
sar los derecho> fundamentales que for­
man pane de los principios generales del 
derecho• ' '. 

Debido a todo dio 1e llega a cues­
tionar si el CE DI 1 vincula jurídicamen­
te a la Comunidad. Si materialmente el 
CEDH constituye la m:ís importante 
f11entc de in1piraeión, formalmente no 
puede decirse lo mismo. ya que 111 la 
Comunid:td Europea se ha adherido al 
CEDI I. ni los Estados miembros han 
transferido a aquella su~ competencias 
en materia de derechos humanos. Co­
mienza as!, una polémica que nos acom­
pañará hasta nuestros día1: la postble 
adhesión de la Comunidad al CEDH. 

En tomo a ésto. la Conustón. en u 
lnfonne sobre la Umón Europea de 26 
de junio de 1975. destacaba la efecuva 
labor del TJCI:. a la hora de salvar la 
inexistencia de una referencia explícita 
en los Tratados institutivos a lo. derecho1 
fundamentales. al considerarlos pru1e in­
tegrame de los principios generales de 
Derecho comunitario. No obstante, la Co­
misión proponía lllli\S vías altcm:llivas 
para la protección de estos derechos en 
un futuro; en concreto, se referirá a la 
creación un catálogo propio del Derecho 

comunitario y la obsen ancm del CEDH. 
pe.'e al incon\'eniente de la falta de regu­
lación de los derechos económico; y \0· 

ciales en el mi1mo. 

El respaldo a la protección vta JUriS· 
prudencial des.1rr01lada por e l TJCE que­
dará patente. de nuevo. con la Vcdam­
ción cOiifunta del Parlame11IO. ComeJo y 
Camisivn. de 5 dcubril de 1977. Sin em­
bargo. se producirla un importante g.i ro 
con eiMemorándumdP /u Comi,ión de4 
de abril de 1979, sobre la adhej·ió11 de las 
Comunidades Ewvpeas al CED/1. en el 
que se alimta texmahnente que «por m:\s 
satisfact01io y digno de apoyo que sea el 
método preparado por el TJCE. el mismo 
no ha podido superar algunos vacíos de­
nvados de la ausencia de reglamentación 
C!icrita de los derechos fundamentales. en 
panicular la no identificación de aquellas 
libcnades que no podr:ill ser infnngidas 
por las i n~titucioncs comunitarias. bajo 
ninguna cin:unstancia. El ciudadano cu­
rop.:o tiene legítimo intcré.' en ver clara­
mente precisados >LIS derechos con re,,. 
pecio a las Comunidades. Debe encon­
trarse en siruactón de evaluar a priori las 
posibilidades con que cuenta en e l ca~o 
de un eventual litigio y disponer, con este 
fin, de criterios claramente definidos. E:, 

evidente que la simple jurispniCiencia, cu­
yosefectospordclinición son válidos úni­
camente a pos/eriori. no satisfacen ple­
namente esta exigencta de seguridad en 
la1 relaciones jurídica,,,., Este memorán­
dum trata de mostrar su conformidad con 
la adhc.<ión de la Comunidad al CEDH 
con la fina lidad de establecer unos mcca­
nilmo<, de control altcmativo~ o comple­
mentarios a loHiesarrollados por el TJCE. 
)' ~in que ello suponga una solución ex­
cluycnte sino unida a una posible adop­
ción futura de una cana comunnaria de 
derechos fundamenta les. 

A modo de apunte. no cabe duda que. 
pc1c a los problemas que plamearía la 
adhesión al Convenio de 1950, no hay 
nada más que pensar en el conflic¡o de 
competencia que surgirfa entre los dos 
Tribunales implicados (Tribunal ele Jus­
ticia de las Comunidades Europeas y 

Tribunal Europeo de Derechos Funda­
mentales). son numerosas las ventajas 

tHCASA[)() RAIGóN.R.•/.a IIC· 

towlidnd J< //Jj úrr•chos h11111anos 
, 11111 COIJ,umdoJ Europra y tu P~" 
úttnlr ddhtJiun al Conrcnitl Euro~ 
prt> J• 195Q•.<n C'UC\Iiol\0!!> ;!CIU~­

It, de Uer~h•• Cornun11ttoO Ewo-
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que la misma ' upondría. :\o en vano 
tcnninaría con la in>eguridad jurídica 
1111peramc al poner J di,posición de lo< 
nacJouab comunitarios de un caiálogo 
cierto de derecho; fundamemale>. A >U 

ve7. debido a la aceptación de lo; me­
cani~nlO, d~ protección del CEDH. se 
cstableccn·a un recurso directo respecto 
a los mi5mo, ante la ' iolac1ón de un 
dn ccho fundamental por panc de In.~ 
instituciones comunitarias o un Estado 
miembro en aplicación del Derecho co­
munitario. Ante la aceptación de esos 
mecani, mos de COIHrol, las institucio­
nes comunitaria. dejarían de di,frut;;r de 
una e pec1e de «inmun idad >> en cuanto 
a 5us netos. 

Este esperanzador panorama fue per­
dJcndo fuerza con la firma. por panc de 
los reprcscmantes de los Estados miem­
bros. del ACfA UNICA EL:ROPEA 
IAUE¡ c127 de enero de 1986, al hmimr­
>e. en su Preámbulo. a reafi m1ar la juris­
prudencia del TJCE y el m¿todo por él uti­
liZado, con la ulilización del CEDH como 
fueme impiradora. En modo alguno se ten­
drán presentes las reiteradas declaractones 
de la:. instimciones comunitarias a favor 
de complementar el ya existente, e msuti­
Ciente. sist.:ma pretoriano de protección de 
los derecho~ ti~ndarncntales en la Comu­
mdad. El AUE,~ciñe. tan sólo. a mencio­
nar el CEDH y la Cana Socinl Europea 
(art. 4). pero ~ i n e.stablecer un verdadero 
SJstema de protección o algún tipo de me­
canismo de garantía. Todo ello. no hace 
si no evidenciarlas dtfercnc1as poHtic;u que 
en tomo a t:~>tc tema exmían en los E'hl· 
dos miembros y. en el fondo. •la~ diGcul­
tades políticas implícita. en la aceptación 
de una mayor legitimidad democrática de 
las Comunidades por pmtc de los Estados 
tllJCmbros,,•• . 

En este orden de cosa.~. el relanza­
miento de los derecho' fu ndamentales 
en la Comunidnd lo encontramos en la 
Resof11ción del Parlamemo Euro¡Jeo de 
12 de abril de 1989, por laqtlc se aprue­
ba la Declaración de los derechos y li­
bertades fundamentales. Est:1 Declara­
ción. recoge en sus veintiocho anícu­
los. un listado de derechos y libertades, 
así como. el ámbito de aplicación, Hmi-

IC\, nivel de protección y abuso de de­
rechos. Es irnponante reseñar que esta 
Declar:Jción será incorporada. sin ape­
na< cambios. al Proyecto de Constitu­
Ción de la Unión Europea. elaborado, 
de igual fonnn. en el seno del Parlamen­
to Europeo ( 1 99~ ). 

Por su pane. la Comisión ratifica su 
Memorándum de 1979 en la Comwri­
t'ación de /9 de no1•icmbre de 1990 so­
bre la adhesión de la Comrmidad al 
CE/JH, así como a algunos de sus Pro­
tocolos Adicionales. En ella se solicita 
al Consejo que secunde la adhesión y 
autorice a la Comisión a negociar la~ 

modalidades de la misma con el objeti­
vo de efectunr las modificaciones nece­
' arias en el propio CEDH. Si ya de por 
sí es i mponantc la vucha a las conclu­
s ione~ adoptada~ en el Memorándum de 
1979. mayor relevancia supone el he­
cho de que el Consejo haya planteado 
al TJCE que se pronuncie acerca del 
monopolio jurisdiccional del Tribunal 
de Justicia con relación al Derecho co­
munitario y la competencia de la Co­
munidad para negociar y concluir el 
acuerdo d~ adhesión al CEDH (Dicta­
men 2194. que será ampliamente trata­
do m:ís adelante). consecuencia clara de 
la Cnmtmicación mencionada. 

4. LOS DERECHOS HU­
MANOS EN EL TRATA­
DO DE LA UNIÓN EU­
ROPEA (TUE) Y SU PO­
SIBLE ADHESIÓN AL 
CO~VE;\10 EUROPEO 
DE 1950 

Con el TUE. la situación de los De­
recho' Humano en la Cornumdad. sin 
que haya supuesto un cambio stgnifica­
tivo. sí puede afirmarse que es la pri­
mera vct quc en el contexto de las nor­
mas di1positivas de un Tratado comu­
nitm io se habla explícitamente de la pro­
tección de los derechos fundamentales. 
a diferencia de lo que ocwTicra en el 
Acta Unica Europea donde su inclusión 
aparecía en el Preámbulo. 



En 01ras palabras. el an. E2 del TUE 
recoge te,tualmente: 

«La Unión respe1ará lo~ derechos 
fundamemalcs tal y como se garantiz~n 

en el Convenio Europeo para la PrOiec­
ción de los Derechos Humanos y de las 
Libenades rundarnentales. firmado en 
Roma el .¡ de no1•iembre ele 1950, y tal 
y como resullan de la~ tradicionc, con\­
titucio•wlcs comunes a lo; Estados 
miembros como principios generales del 
Derecho comunitario». 

F.~t e allículo viene a consagrar fur­
malmenle la protección de lus derechos 
fundamentales. a la vez qu.: legitima J¡¡ 

competencia del TJCE en dich¡¡ mate­
ria. respaldando. por tamo, la Jurispru­
dencia desarrollada por el mismo en las 
úllimas décadas, y tomando como úni­
ca' fuentes materiales al CEDH y a las 
tradictones constitucionales comunes, es 
decir, las preferentemente utilizadas por 
el TJCE. De esta forma. la Unión esta­
ría ante un claro imperntivo. ante un 
vi ncul:uoricdad efectiva para con la pro­
tección de los derechos fundamentale .. 
esto e,. de la' instituciones comunita­
rias y de lm Estado. miembros en ca o 
de actuar en el ámbito del Derecho co­
multitario(1). 

En torno al CEDH. y sobre la ba~c 
de este an. F.2 del TUE. habría que se­
ñalar la incorporación de su pane nor­
mativa. por remisión. al ordenamiento 
comunitario, de ahí que, lo que anteriol­
mcnte era considerado como una fuen­
te de in~pir;1c ión pasa a convcrtir.,e en 
estándar de obligatoria ob>crvnncia('). 
La fórmula llevada a cabo por el TUE 
(tal y r·u11w se garanti:an en el CEDH). 
hace CJ lle únicamente se refi era a la par­
te sustantiva del mismo, es decir, no a 
~u p:tne formal. por lo que. de nuevo. el 
sistema de control del CEDII sigue que­
dando fuera del ámbito comunitario. ~ 
la ya comentada «mmunidad• de las ms­
tuuciones comunitarias continúa sin te­
ner solución. 

En relación a este tema, es impor­
tante menc10nar al art. L del TUE, se­
gún el cual la competencia del TJCE 

para conocer de lo-, lit igio' que ~e le 
pre\enten se lirnlla a aquella'> dbposi­
cioncs del TUE que mcxlilican lo;, tra­
tados instiwuvos. a los acuerdo~ firma­
do> por los E tados miembro~ de los dos 
pilare intergubern:unentalcs. y a las 
disposicion~' finales del m1smo. Por 
todo ello. y ;iguiendo el tenor liter.tl de 
d1cho anículo. quedarín lucra del con­
troiJurísdJccional del TJCE las di~po,i­

cioncs comuoe.- 1 ecogida\ en c:l Título 
l. entre las que se encuentra d art. F.2. 
Sin embargo, p~trccc m,i~ con·ccto de 
ducir que lo se ha querido evitar, con el 
:ut. L, es un contro l por p:ll1c del Tribu­
nal de todas las actividade; rderentes a 
la política exterior y a la seguridad co­
mún. o lo que es lo mismo. de aquellas 
act i~idadcs de un marcado car~cter po­
lítico. De este modo. e l art. L vendrín a 
miad ir una extensión (nunca una re u-ic­
ción) de la competencia del TJCE. res­
pectodealgLma. actividades de la Unión 
Europea(). ya que las competencias 
atribuidas a éste por lm. trntatlos consti­
tutivos quedan intacta~. 

En defi nitiva. trns e l Tratado de la 
Unión Europea. la Unión Europea de­
berá respetar los derechos fundamenta­
les en cuanto princ i pio.~ generales del 
Derecho comunitario, y tal y como se 
garantizan en el CEDIJ; cM <.: convenio 
se incorpora, por remisión. a l ordena­
miento jurídico comunitario. pero úni­
camente su parte normativa, no a'í su 
mecanismo de control, que es precisa­
mente. la mayor vinualldad de dicho 
convenio. En todo caso. el TUE no ha 
dado su sallo stgnificauvo para los De­
rechos Humanos en la Comunidad('). 
Sometimiento. que entre otras cosas, 
terminaría con e l mnrgcn de tlexibi li­
dad que se autoatribuyc e l juez comu­
nitario en su interpretación del CEDH. 

Todo lo amerior quedó plasmado por 
la Comisión en ~u Memorándum de 
1979. para rati ficarlo rmís tarde en su 
Com111ricación de 1990 sohre la adhe­
sión de la Comunidad al CEDH, as[ 
cmnn a algunos de .1us Protocolos Adi­
cionales. al igual que solicita el respal­
do del Consejo a In adhesión, así como 
autori1ar a aquella a negociar las mo-
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dalidades de dicha adhesión con num 
a introdum en el CEDH las modiltca­
CiOncs neceo;arias. 

uh modificaciones a la:. que <;.: refie­
re. ~ <•habida cuema de la autonoima del 
orden jurídico comunitario en rciJCión con 
lo' ordenamientos JUrídicos n:Jc tonales». 
se ccntrJJÍan en la repre...cmacilln de la 
Comumdad en el seno del Trihunal (cou 

un jue¿) y en la Comi1ión de D~rcchos 
Humanos (con un miembro). «COn obj~to 
de ;¡ponar a las dc libera<.:ioncs de estos do~ 
órganos m conocim icl!l osd~ Derecho ~o­
munitario y su sensibilidad frente ii las 
cxigcncia.1 inherentes al nlismo .. ''''. 

Por todo ello. y en 'i1ta de las ncccsa­
IÍal modificacione1 que se deben efectuar. 
el meJOr instrumento pam la adhesión de 
la Comunidad al CEDH -ería un Protoco­
lo que litera ratificado por todo1 los Esta­
dos mJcmbro,_liendo. a 111 ve1. n...'Ceo;ario 
que la Con1unidad Eum¡x::• <K:cpte textual­
mente las dos cláusu~JS facultativas pre­
' i1tas por losanícuJo, 25 y~6del CEDII. 
en los que prevé el recurso mdividual) la 
jurisdicción obligatoria dd Tribunal euro­
peo de los Derecho; Hwmmos. 

Sin embargo. como dice Ru1so. esta 
m:cc;aria adhesión formal al CF.DH por 
parte de la Comunidad. acarrearía diver­
sos problemas. siendo si cabe clm¡\s so­
brcsalicme el referido al posible conflic­
to de competencias entre Jo, do; Tribu­
na le;. Sólo habría que pcno,.1r ~n i a> con­
secuencias que resultarían si un ciudada­
no comunitano recutricm al TJCE ante 
la 'iolac1ón de un derecho tutelado por 
la CEDH y aquél resolviera OC)!ando esa 

violación. y otro ciudadano comunitario. 
en una situación ab5olutamcnte igual. re­
curtiera al Tnbunal europeo de E;tra~­
burgo contra su E.stado por la aplicación 
del Reglamento comunit:uio en cuestión 
y éste concluyera que la Convención ha 
sido VIOlada. Sin duda nos encontraría­
mos ante un clásico co111licto de compe­
tencia sm que exista mnoridad alguna en 
grado que pueda resolverla ( "). 

Por otra pane. y haciéndose eco de la 
Comunicación de la Comi;ión de 1990, el 

ConseJO decide crear en julJo de 1993 un 
gmpo ad /roe encargado de examinar la 
posibilidad de la ~1n mencionada adhesión. 
E.ste grupo acon~cjaríd al Consejo que. 
MJbrc la b:Lo.c dd art. 228.6 del TCE. se 
dirigicm al TJCE MJii<: itándolc un dicta­
men con;uJti,·o sobre la compatibilidad de 
Id adhc::sión al CEDI-1 con el Tratado cons­
titutivo de la Comunidad Europea. Fruto 
de ello. el 26 de abnl de 199~ . el Consejo 
presentó una solicuud de dictamen -Dic­
tamen 219-1- al TJCE. quedando resuelto 
el 28 de nwzo de 1996. 

5. EL DICTAMEN 2/94 DEL 
TRlRUNAL DE JUSTICIA 

El art. 228.6 del TCE. dispone lo si­
guiente: 

·•El Con~eJo. la Comis1ón o un Estado 
miembro podrán solicitar el dictamen 
del Tribunal de Justicia sobre la com­
patibilidad de cualquier acuerdo prc' i~to 

con las disposiciones del prc~entc Tm­
tado. Cuando el dictamen del Tribunal 
de Justicia ;ea negmivo. el ncuerdo sólo 
podrá entra! en vigor en las condicio­
nes establecidas en d artículo N del Tra­
tado de la Unión Europea.» 

S.J. La ex¡1osición de la solicitud de 
Dict:m1cn 

De esta fom1a. y teniendo cn111o so­
po11e ul an. 228.6. el Consejo . olicita el 
dictamen del TJCE sobre (~i) cda adhe­
>ión de la Comumdad Europea al Con­
' enio para la Protección de los Derechos 
llumann<. vele la<! il't'J1,tfh F•1nrlompn. 

tab(CEDII)de4denov¡embrcde 1950. 
¿~cría compaublc con el Tratado consti­
tuti' o de la Comunidad Europea?» 

A su vez. en la exposición de la soli­
citud de dictamen se recogerJn tanto la 
po;ición del Consejo como la de los dis­
tintO> Estados m1embms en torno: 1) la 
admisibilidad de la solicitud de dictamen. 
2) l;¡ base jurídica sobre In que se asienta 
la competencia de la Comunidad para ne­
gociar y conch1i r el acuerdo de adhesión 
al CEDH y, 3) la cuc;tión de la compati-



bilidad de la adhe,ión con lo> artículos 
I(H y 219 del Tratado,~· decir. el mono­
polio jurisdiccional del TJCE con rela­
ción al Derecho comumtario. 

En lo rclall\•o a la admisibilidad o 
inadmisihilidad de la olicitud de dic­
tamen. pe~ a que literalmente el an. 
228.6 exige un • acuerdo prevtsto». el 
TJCE ha >ido muy claro en anteriores 
dictámenes: según esta jurisprudencia. 
sólo es preciso tener bien determinado 
el obJeto del futuro acuerdo y una in­
tención evidente de proceder a ' u nego­
ciación para que la solicitud sea admiti­
da(dict.imcnes ln5.1178. 1/92y3/9-l). 
La tlnalidad del an. 228.6 es prevenir 
controversia sobre la comp<ilibilidad 
con el Tratado de acuerdos internacio­
nales. por lo que parece claro que. siem­
pre y cuando se conozca el objeto del 
acuerdo pre\ isto. la admisibilidad de las 
solicitudes presentadas será un hecho. 

En el caso que nos ocupa. el objeto y 
finalidad del acuerdo prcv1sto quedan so­
brad:unente e;pecificados en la exposi­
ción de la solicitud. al declarar el Conse­
jo. en lo relativo al alcance de la adhe­
sión. que ésra «consistiría en una adhe­
sión al CEDH y a los Protocolos que se 
encuentran en vigor y que han sido rmi­
fi cados por todos los Estados miembros 
de Comunidad. Dicha ndhcsi6r1no debe­
ría producir efecto alguno sobre la' re­
servas fonnulaclas por lo. Estados miem­
bros. Panes en el Convenio, que conti­
nuarían produciendo efecto en los ámbi­
tos que son de competencia nncional. La 
Comunidad aceptaría o;ometerse al me­
canismo de recU[";()\ imli~ iduales y de re-­
curso; entre Btado;; sin embargo. habña 
que excluir la posibilidad de recursos en­
tre la Comunidad y ~us Estados miem­
bros. para respetar el monopolio que el 
art. 219 de TCE confiere a este respecto 
al Tribunal de Justicia». Esto, unido a lo 
expuesto por el Consejo en tomo a la par­
ticipactón de la Comunidad en los órga­
nos de control y las modificaciones que 
deberían introducirse en el CEDH y en 
sus Protocolos, conformarían el objeto, 
claro y cieno, del acuerdo. 

Por ,u p.111e. la po~iciún <le lo'> F~ta­

do, miembros rc<;pccto a la admi~1bilidJd 
de la solicitud de <lictamen C\tá muy d1 
vidida. Lo> Gobiernos 1rlandé y del Rei­
no Unido alegan que procede d~clarar la 
inadmi,ibilidad ante la mcxi"cnc1a e,pe­
cílica de un proyecto de acuerdo nego­
ciado. Parece lógica la postura de c~to' 

Estados en los que. junto a Dinamarca. 
destaca la ausencm de integración fonnal 
del CEDH a. u Derecho in temo a tnl\ é' 
de la correspondienlc inlcrvclll:iún par­
lamemari:l. A esta m:gativa. tamb1én se 
unen los Gobiernos de Dinamarca, Fin 
lan(lia y Suecia. 

Por el contrario. Bélgica. A lcmania, 
Francia .Italia y Portugal (a los que se 
unen la Comisión y el Parlamento) con­
sideran que procede admitir la solicitud 
de dictamen, en la medida en que ~e re­
fiere a un acuerdo previsto. en e l sentí· 
do del arL 228.6 del TCE. 

En cuanto a la base jurídica de In 
adhesión prevista, la Com1s1ón. el Par­
lamento y, así como Bélgica. Dinamar­
ca. Alemania, Grecia. Italia. Finlandia. 
Suecia y Austria (aunque éste con ca­
rácter subsidiario), alegan que, a fa lta 
de di,po,icioncs específicas, e l art. 235 
del Tratado constituye tal b>t~ej urídica . 

El arl. 235 del TCEdice textualmen­
te que «cuando una acción de la Comu­
nidad resulte necesaria para lng1ar, en 
el funcionamiento del mercado común, 
uno de los objetivos de la Comunidad, 
,¡n que el presente Tratado h:tya prcvi>­
to los poderes de acción nece~arios al 
respecto. el Con~ejo. por unanimidad. a 
propuesta de la Comisión y previa con­
sulta al Parlamento Europeo. adoptar5 
la di posiciones peninentes». Resulta 
claro, que en este caso. se cumplen lo. 
requisitos exigidos por este a11ículo: la 
acción de la Comunidad es necesaria, 
se persigue uno de los objetivo. de la 
Comunidad y existe un vínculo con el 
funcionamiento del mercado común. En 
detlnitiva, y como se dice en la exposi­
ción de la solicitud de dictamen. todos 
estos Gobiernos creen en la necesidad 
de la adhesión y en el control jurisdic- 135 
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cional externo para proteger a los pani­
culares contra el mcumplimiemo del 
Con\'cmo por pane de las lnsmuctones 
comumtanas. 

E~ por todo ello que sorprende la 
postura de los Gobternos español. fran­
cé ·. irlandés. ponugués y del Reino 
Unido. qu¡enes indtcan la inexillencia 
de disposictón alguna. en el TUE y en 
el TCE. de la que se dedut.ca la transll:­
rencia de las competenc ia~ cspecític;ls 
a la Comunidad en materia de derechos 
humanos y que pueda servir de ha;c ju­
rfdica a la adhesión prevista. Unido n 
ésto. también niegan: por un lado. la 
uti lización del arl. 235 del TCE como 
apoyo jUtídico a la adhesión. ya que se­
gún éstos. el respeto de los derecho · 
humano' no se encuentra entre los ob­
jetivo; d~ la Comunidad: y en segundo 
término. niegan la existencia de un va­
cío jurídico o de un déticit en la protec­
ción de los derechos humanos, dado que 
el TJCE ha procedido a una recepctón 
material del CEDH en el ordenamiento 
jurídico comunitario y a su plena inte­
gración en el bloque de la legalidad co­
munitaria. 

Si, como hemos dicho. sorprende la 
acti tud de estos E'tado , destaca. sin 
lugar a dudas. la postura española tras 
la posición tomada por este Gobierno 
en las negociacione> del Tt.:E. Para el 
Gobiemo e~paño l . en los trabajos pre­
paratorios del TUE. era necesario el 
mejoram1CIIIO de los mecanismos de 
control de los derechos fundamentales 
en la Comunidad. sin embargo, da un 
~iro de ciento ochenta ,2rados en la pos­
tura adoptada con relación al dictamen. 

Finalmcnt.:. en lo referente a la cues­
tión de la compatibilidad de la adhe­
sión con los artículos 164 y 219 del 
1htadu. o lo que es lo mismo. el mo­
nopolio jurisdiCCional del TJCE en d 
orden comunitano. estos últimos Esta­
dos mencionados alirman la incompati­
bilidad de la adhesión con e:-tos artícu­
lo ·, ya que. según éstos, se pondría en 
entredicho la autonomía del ordena­
miento jurfdico comunitario. 

Una ''iSión completameme distinta es 
la mantenida por la Comisión. el Parla­
mento. Bélgica. Dinamarca. Alemania. 
Grecia, Italia. Austna. Finlandia y Sue­
cia, para quienes la adhesión prel'ista no 
es conuaria a los artículos 16-1 y 219 
del Tratado. En opinión de esto~ Esta­
do,, d mccani,rno de control apenado 
por el CEDH. difícilmente puede con­
siderarse incompatible con los princi­
pios del Derecho comunitario. cuando 
no ha sido considerado contrario a los 
principios constitucionales de los Esta­
dos miembros. Tampoco parece acerta­
do dudar de la autonomía del ordena­
miento jurídico comunitario. trasla po­
sible adhesión. puesto que las senten­
Cias del Tribunal Europeo de Derechos 
Humanos no tienen efecto directo cn el 
orden jurídico interno. 

5.2. La solución del Tribunal de J us­
ticin 

La solución dada por el TJCE en su 
Dictamen 2/94 de 2 de marzo. se divi­
de en dos núcleos claramente diferen­
ciados: en pnmer lugar. la decisión so­
bre la adnllSibilidad de la solicitud de 
dictamen: y en segundo término, la so­
lución sobre la competencia de la Co­
munidad para adherirse al Convenio. 

En relación a la admisibilidad de la 
solicitud de dictamen. el TJCE afi rma 
que no es necesario la pre~entación del 
acuerdo previsto ni tan si quiern un pro­
yecto del mismo. Para ello, el TJCE se 
apoya en el an. 228.6 del TCE, cuya fi­
nalidad «C.~ evitnr las complicaciones 
oue <Ut:l'i rínn dr litioio< rPiativos , lo 
compatibilidad con el Tratado de acuer­
dos internacionales que obligaran a la 
Comunidad» (Dictamen 319.¡ de 13 de 
diciembre de 1995). Es precisamente 
por esta causa por la que el Tratado es­
tablece el procedimiento excepcional de 
una solicitud dirigida con carácter pre­
vio al TJCE para comprobar si el acuer­
do previsto es compatible con el Trata­
do, antes de la conclttsión del mismo. 

En tomo al caso que nos ocupa. las 
negociacione. del acuerdo por el que la 



Comunidad >C adheriría al CEDH. no 
se han iniciado ni en el momento de pre­
sentar la ~olici llld ni una vez cm11ido el 
Oictamen. como asf lo señala el TJCE. 
De este modo, serfa preciso examinar 
el objeto de la misma para comprobar 
los vados o Imprecisiones que pudiera 
tener el contemdo del acuerdo pre\·isto. 

Para ello, el TJCE dis tmguc entr~ dos 
cuestiones diferentes: 

- La competcncta de la Comunidad 
para celebrar un acuerdo de este tipo: 
la decisión del TJCE en este tema es 
favorable, es decir, en MI dictamen 
1 ns de .¡ de oclllbrc de 1979. «el 
Tribunal declaró que. cuando se tra­
ta de r<:>olvcr una cuestión de com­
petencia. interesa a las Instituciones 
comunitanas y a los Estados intere­
sados. incluidos los paise> terceros, 
que dicha cuestión quede aclarada 
desde la apenura de las negociacio­
nes y antes incluso de que se nego­
cien los pum os esencialc~ del acuer­
do». siendo el único rcqui,ito el que 
~ cono1ca el objeto del acuerdo pre­
visto. Ante todo ello. queda claro 
qa1e, cu la presente solicitud de dic­
tamen, el objeto está ampliamente 
definido, por lo que la compatibili­
dad de la adhesión comunitaria al 
CEDII podrá considerarse compren­
dido en el art. 22 .6 del TCE. como 
acuerdo previsto que es. 

-La compatibilidad de la adhesión con 
las disposiciones del Tratado: a di­
ferencia de lo antenor. para pronun­
Ciarse sobre esta compaub1lidad. "Y 
en espec1al con sus anículos 16-1 y 
219. re lativos a la competencia del 
Tnbunal de Ju. tic1a. este último debe 
disponer de información suficiemc 
. obre el modo en que la Comunidad 
proyecta ~omet~r'c a los mecanis­
mos ac1ualc~ y fu turos de control 
jurbdiccional establecidos por el 
Convenio». Es por ello, que ante la 
falta de precisión en el tema. el TJCE 
no pueda pronunciarse sobre el fon­
do del asumo. 

Por otro lado. ~obre la competencia 
de la Comunidad para adhcrit'sc al 
Con"enio. el TJCE corntcnza recordan­
do el contcnrdo del an. 3 B. del TCE. 
en el que se establece que la Cmnuni­
dad actuará dentro de lo' límttc' d.: (a,, 

competenc ia~ que le atnboyen ..:1 TCE. 
aplicándose el pri ncipiO de >Ubsi­
diariedad en aquellos casos en lo~ que 
no sean de su competencia pero ~u ac­
tuación ~ea necesaria para la consecu­
ción de los objeuvos prev1~ tO'>. De todn 
ello se deduce que 13 Comuniuad >ólo 
dispone de competcnciM de atribuci6n. 
si bien es verdad que esa> competencias 
no tienen porqué figurar de forma n:­
plfcita en los Tratados, sino que pueden 
ser asumidas implícitamente. 

Por otro lauo. en d ámbito de I;L' re­
laciones internacionales de la Comuna­
dad. el TJCE en su dictamen 2/91 de 19 
de marzo de 1993. afirmó ·•que ~iemprc 
que el Derecho comunnano hubaera am­
buido a las lnstnucrone~ de la Cornunr­
dad competencias en ámbito mtcmo con 
el fi n de alcanzar un objetivo dctermi 
nado. la Comunidad estaba laculladJ 
para contraer las obligacionc' anterna­
cionales nece arias paa a la coahecucióll 
de c~le objetivo. aun cuando no cx i, tic­
m umt di~pos ición cxprc'a al rc~pccto , •. 
En atención a ésto, el TJCE niega la 
ex i; tencia de di~posición alguna que 
confiera a la Comunidad la facultad el~ 
adoptar nonmt' en nwtcria de derecho~ 
hum~no~ o de celebrar convenio' inter­
nacionales en este ámbito. Consecucn 
temcnte. y ame la inexistencia de com­
petencias específicas expre'a.~ o unplf­
citas al respecto. tan sólo rcstil analizar 
el an. 235 del TCE para determinar si 
consti tuye o no la bru e jurídica para la 
adhesión prevista. 

Seguidamente. el TJCE, y con ante­
rioridad a dar respuesta al tema. retoma 
el tratamiento de los derechos funda­
mentales en di versas dcclaracionc~ de 
los Estados miembros y de las ln~t i r u ­

ciones comuni tm·ia, en el AUE y en el 
TUE, así como su condición de princi­
pios generales del Derecho cuyo respe­
to garantiza el TJCE. Tras todo ello. el 137 
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Tribunal concluye oicicndo: «aun CUdn-
00 el re~peto de lo~ derechos humanos 
constituye, por con~iguiemc. un requi­
sito para la legalidad de los actos co­
munllano~- res u ha obligado señalar. sin 
embargo. que la adhesión al Convenio 
entrañaría un cambto ~ustancia l del ac­
tual régtmen comunitario de protección 
de lo~ derechos humanos. en la medida 
en que implicaría la inserción de la Co­
munidad en un sistema institucional dis­
tinto y la integración de la totalidad de 
las di~posiciones dd Convenio en el 
ordcndnticmo jurídico comunitariO>>. 
Una rnoditi cación de tal calibre. sobre­
pa>aría los límites del art. 235 del TCE. 
>iendo únicamente posible a travé> de 
una modificación del propio Tratado. Si. 
como afirma el TJCE. nos encontramos 
ame una nuténuca revisión con,titucio­
nal del Tratado sería necesario acoger­
se al mecanismo previsto por el art. N 
del TU E. no teniendo cabida. por tanto 
el art. 235 del TCE. De ahí que. final­
mente. el TJCE declare que. «en el es­
tado aclll~l del Derecho comumtario, la 
Comunidad no tiene competencia para 
adhcrit>c al Convenio». 

6. CONCLUSIONES 

Deteniéndonos primeram~ntc en es­
tas últimas conclusiones del TJCE, en su 
dictamen ~94. no deja de sorprender co­
mo el Tnbunal pasa por alto la~ numero­
sas declarncJones de las lnst illJcioncsco­
rnunitarias y de la mayoría de los Esta­
dos miembros en lomo a la atlhcsión de 
la Comunidad al C'EDH. Si bien es cier­
toque la util i7~1c ión del priÍlcipiodesubsi­
<.liaric<.I<~<L que plasma el an. J ts. Ocl 1 C:c. 
vendría a romper con el principiO de atn­
bución comunitana de competencias. no 
es menos cieno el retroceso que se pro­
duce al no considerar a l a11. 235 del TCE 
base jurídica para la adhesión. En mi opi­
nión. y secundando la postura de las Ins­
tituciones comunitarias. se cumplc1t los 
requisitos exigido.; por este H11Ículo p:ua 
su coiTecta aplicación. es decir. es nece­
. aria la actuación de la Conlllnidad. se 
persigue uno de los objetivos de la Co­
munidad )' existe un vínculo con el fun­
cionamiento del mercado común. De ahí 

mi posturd comr:uia a la deci~ión toma­
da por el TJCE a la hora de aunnar la 
incompetencia de la Comunidad para ad­
herirse al CE DI! sobre la base del art. 235 
del TL'E. 

La incorporación al Derecho Prima­
rio comunitario de los Derechos Fun­
damentales con el an. F.2 del TUE, y la 
consiguiente obligación de la Unión 
Europea. esto es, de sus inswuciones, 
en el respeto de los trusmos. no parece 
cambiar nada el panorama que hasta 
entonces existía. Esta cobet1ura formal, 
no hace sino respaldar la actuación qu~ 
hasta entonces había desempeñado el 
TJCE. por Jo que los vacíos en materia 
de prolccción de derecho~ humanos no 
quedan rc~uclto;, con el TUE, a pesar 
de haber sido la gran oponumdad co­
munitaria para el reforzamiento de la 
tutela de los derechos del ciudadano. No 
obstante. analizando este art. F.2. si 
JUrisprudenCia! mente (dictamen 2191) ~ 
reconocía la posibilidad de trasladar las 
competencias internas transferidas a la 
Comunidad al ámbllo de la asunción de 
obligaciones internacionales para la 
consecución del objetivo prcvi~lo, ¿no 
sería posible aplicar analógicamente este 
a1t. F.2 y prc~n1:1 r la adhc.~ión al CEDII 
como la necesaria obligación internacio­
nal que contrae la Unión Europea para 
desarrollar un electivo respeto de los 
derecho~ fundmncntales? 

Si con el TUE no se prodl1jo la in­
corporación completa del CEDH. que 
1·endría a dar por lioaliLada la impuni­
dad que, en cuanto a sus actos, tienen 
las lnstilucioncs comunitarias. no má< 
cabe decir del dictamen 2/94 del TJCE 
>obre la mencionada adhesión. Tan sólo 
queda esperar el tratamiento que. de los 
derechos fundamentales, resulte de la 
Conferencia lntergubernamental de 
19% (CIG). Puesto que el TJCE con­
fiere a la «reforma» del TCE que posi­
bilitaría la adhesión al CEDH un mar­
cado carácter con~titucion:ll , es eviden­
te que la CIG de 1996 es el mejor mar­
co para dcsarrollnr esta materia. Perso­
nalmeme. no creo que en la CIG se dé 
soluci6n al tema: no hay nada más que 
ob~crvar el pro¡,rrama de trabajo prev1s-



to para deducir la falta de intención en 
modilicar la. disposiciones del TLJE 
relativas a los derecho~ fundamental~. 

Pese a ello. no e>tar.í de más tener en 
cuenta las distinta> posiciones de los 
Estados miembros al re pccto. destacan­
do. a mt entender, la osctlante e ilógica 
postura del Estado español. 

En tomo a ésto. y como ya apuntába­
mos más arriba, el refuerzo de los dere­
chos fundamentales en las negociaciones 
del TUE defendido por E.~pmia, contr~s­

ta con la po. tura adoptada en el Dicta­
men 2194 en el que viene a ncgm·la com­
patibibilidad de la adhc¡,ión con las dis­
posiciones del TUE y la existencia de un 
vacfo juñdico en la protección de los de­
rechos fundamentales en la Comunidad. 
El sostenimiento de esta posición vuelve 
a truncarse con la ClG de 1996, donde el 
&tado español se muestra abtenamente 
favorable a la adhesión. 

Para concluir. sólo re,ta reinctdir en 
la necesidad de complementar el -,iste­
ma de comrol de los derecho; funda­
memales en la Comuntdad. o cabe 
duda que la ncgdtiva a la adhesión com­
pleta al CEDH producida en el dicta­
men 2194 del TJCE. no deja el camino 
cienamente claro, pero bien podt ía pen­
sar;.c en el c<>rablecimicnto de un recur­
so prejudicial al Tribunal Europ~o de 
Derechos Humanos que vmtcra a ~usti ­

tuir los mec,ulismos de control estable­
cidos en el CEDH de habcr<,e product 
do la adhesión. De la mi ~ma tom1a. la 
creación de un catá lago de derechos fun­
damentales propios de la C'omunidud 
(que bien podría induirsc en el proyec­
to de Con titución). no parece tcner una 
pronta conclusión debido. sobre todo, a 
la actitud dispar de los E tado~ miem­
bros en cuestiones políticas 
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